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El art. 32, No 8, de la Constitución Politica reconoce una potestad regla- 
mentaria muy amplia al nte de la República. 

Por definicibn est 
a 

otestad tiene por finalidad la dictación de normas de 
garácter geperal y  obligaton~a;suborbin~~~-~~~~~-~~~~~~-~~~~~~~~~~~. 

El precepto constitucional antes citado reconoce una doble perspectiva para 1 
la dictación de estas normas reglamentarias aun cuando en su esencia se trata 
del ejercicio de una misma facultad y  con iguales efectos. 

Es así corno, por una parte, existe la potestad genérica para dictar normas 
generales y  obligatorias tratándose de materias que conforme a la enumeraci6n 
taxativa del articulo 80 de la Constitución no sean de competencia del legislador, 
y, por otra parte, el Presidente de la República tiene la facultad específica de 
establecer las normas que estime convenientes para la ejecución de las leyes. 

II 

Todo reglamento supremo debe ajustarse a la Constitución Politica y  a la 
ley. 

De acuerdo con el principio b&icn estatuido en el articulo fY de la Cons- 
titución Pohtica, en relación con otros preceptos constitucionales (arts. 32 NP 8, 
60, 88, etc.), resulta obvio que el Presidente de la República, al ejercer su 
potestad reglamentaria, debe respetar rigurosamente las limitaciones impuestas 
por la propia Constitución Polhica y  está impedido para invadir el campo que 
es propio del legislador. 

Por otra parte, conforme al principio de jerarquía de las normas, reconocido 
sistemáticamente en la Constitución Política, los reglamentos supremos no pueden 
infringir las normas biskas que integren el ordenamiento legal en vigencia. Es 
consecuencia, en muchas ocasiones será la propia ley la que está delimitando el 
Ámbito del reglamento. 

Cuando se cumple con el trámite de toma de razón de los reglamentos su- 
premos, a la Contraloría General corresponde verificar el cumplimiento de las 
limitaciones antes consignadas. En conformidad con lo previsto en el artículo 88 
de la Ley Fundamental, si el Organo Contralor representa el reglamento por 
ser conhario a la Constitución Politica no cabe la posibilidad de que el Poder 
Ejecutivo recurra al mecanismo de insistencia; en tal caso solo puede acudir al 
Tribunal Constitucional para que resuelva en definitiva la controversia. 
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La jurisprudencia administrativa ha entendido que las expresione; “decretos” 
y  ‘iesohxiones” que emplea el citado articulo 88 tienen un significado amplio 
y, por lo tanto, no ~610 comprenden los actos administrativos de carfrcter par- 
ticular, sino tambi6n los actos generales o de tipo reglamentario, 

Esta interpretación guarda conformidad con el sistema de fiscalización de 
la Administracibn del Estado ya que si un decreto o resolución de car&ter 
particular debe someterse al control previo de legalidad, existe mayor razón aún 
para que sea aplicado respecto de los reglamentos que constituyen actos de 
mayor trascendencia y  que, por su origen y  efectos, están en una jerarq& in- 
mediatamente inferior a las leyes. 

m 

h POTESTAD DEL hBID,?XT!Z DE LA REPIhUCA FRENTE A LA AUPONOMÚ 

DE OTROS 6RGANOS CONSTITUCIONALES 

Una interpretación literal y  superficial del articulo 32, NP 8, de la &ns& 
tución Política llevaría a la conclusión de que el Presidente de la República, 
dentro de los limites generales mencionados anteriormente, estb facultado para 
dictar cualquier reglamento que “crea conveniente para la ejecuci6n de las leyes”, 
sin que corresponda hacer discriminaciones basadas en la naturaleza de Qstas o 
en las circunstancias que se presenten. En apoyo de esta tesis cabe aducir que 
la Constitución Política no hace distingos de ninguna especie. 

Sio embargo, a nuestro juicio, tal afirmación sería equivocada, pues la 

1 

J 
potestad reglamenttia presidencial debe entenderse dentro del sistema integral 
de la Constitución Política, la que contempla la existencia de organismos dota. 
dos de suficiente autonomia. Ello exige que esa potestad rija armónicamente 
con la vigencia de las potestades propias de estas últimas instituciones y  que 
son expresión de su autonomía. 

Según el mismo orden del articulado de la Constitución Política, podemos 
señalar principalmente la situación de los siguientes organismos: Congreso Na- 
cional, Poder Judicial, Tribunal Constitucional, Tribunal Calificador de Elec- 
ciones, Contraloría General de la República y  Bann, Central. 

El Consejo de Seguridad Nacional, regulado por el Capítulo XI de la 
Constitución Política, está sometido a la regla específica del articulo 96, inciso 
final, de acuerdo con la cual se confiere a ese organismo la facultad de dictar 
el reglamento relativo a su organizacibn y  funcionamiento. Cabe consignar que 
dicha potestad es amplkima, pues tratándose de este organismo no habr6 ley 
orgánica oi siquiera de rango legal corriente, como debe ocurrir con las demás 
instituciones antes mencionadas. 

Examinemos brevemente la situación que se presenta en cada caso: 

a) Congreso Nti. El articulo 48 de la Constitucibn Polltim al tratar 
de las acusaciones constitucionales establece que “la acusación se tramitará en 
conformidad a la ley orgánica constitucional relativa al Congreso”. Por su parte, 
el artículo 71, inciso final establece que las urgencias deben someterse a lo 
que dispone la ley orgánica constitucional relativa al Congreso, ‘la que establecer8 
también todo lo relacionado con la tramitación interna de la ley”. 

~.,a pregunta que procede formular es la siguiente: ¿Podria el Presidente 
de la República reglamentar esta ley orgánica constitucional? 

b) Poder ~udldal. El artículo 74 de la Constitución Politica establece 

lo siguiente: 
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“Una ley orgánica constitucional determinarA la organización y  atibuciones 
de los tribunales que fueren necesarios para la pronta y  cumplida administración 
de justicia en todo el territorio de la República. La misma ley señalará las cali- 
dades que respectivamente deban tener los jueces y  el número de años que 
deban haber ejercido la profesibn de abogado las personas que fueren nombradas 
ministros de Corte o jueces letrados”. 

Surge la misma pregunta que en el caso anterior: ~Podria el Presidente de 
la República dictar las normas reglamentarias que estimase convenientes para 
la ejecución de esta ley? 

No conocemos un solo caso de reglamentación del Código Orgánico de 
Tribunales, salvo tratándose de la fijaci6n de territorios jurisdiccionales de 
algunos tribunales en virtud de una autorización expresa dada por el legislador. 

c) Tribunal Conrtäucional. El artículo 81, inciso final, de la Constitución 
Polkica dispone textuahnente: 

“Una ley orgánica constitucional determinará la planta, remuneraciones y  
estatuto del personal del Tribunal Constitucional, así como su organizaxión y  
flmcionamiento”. 

La duda que pudo existir en su oportunidad en cuanto a determinar si el 
Presidente de la República está o no facultado para reglamentar esta ley, en 
ejercicio de la Potestad Reglamentaria del artículo 32, No 8, ya fue disipada 
de un modo categórico por el propio legislador. En efecto, el artículo 90 de la 
ley N9 17.997, que aprolx5 la Ley Orgknica de ese Tribunal, establece lo si- 
guiente: ‘El Tribunal podrA, mediante auto acordados, dictados en sesiones 
especialmente convocadas al efecto, reglamentar las materias a que se refiere 
esta ley”. 

d) ‘I?fbunal C#C& de Ekcdones. El articulo 84 otorga una com- 
petencia amplia a este Tribunal para conocer los escrutinios generales, calificar 
las elecciones, resolver sobre reclamaciones y  proclamar los candidatos elegidos 
tratándose de los procesos electorales de Presidente de la República, de sena- 
dores y  diputados. El inciso final del referido precepto dispone que “una ley 
organica constitucional regulará la organización y  funcionamiento del Tribunal 
Calificador”. 

¿Podrfa el Presidente de la República reglamentar dicha ley? Debe recor- 
darse que el Tribunal Calificador de Elecciones que funcionó durante la vigencia 
de la Gmstitución Política de 1925 no fue jamás sometido a normas reglamen- 
tarias dictadas por el Presidente de la República. 

Los tribunales electorales regionales, previstos en el articulo 85 de la 
Constitución Politica, se encuentran substancialmente en la misma situacibn. 

e) Corahalmia General de la República. El artículo 88 del texto consti- 
tucional, despu& de regular la institución de la toma de razón, dispone en su 
inciso final: “En lo demAs, la organización, el funcionamiento y  las atribuciones 
de la Contraloría General de la República serán materia de una ley orgánica 
constitucional”. 

¿Es posible que el Presidente de la República en el ejercicio de la potestad 
reglamentaria del articulo 32, N* 8, dicte normas reglamentarias de esta ley 
de organizacibn y  funcionamiento de la Ckmtraloría General? 

Conviene destacar el hecho de que despu& de la reforma introducida a la 
Constitución Politica en el año 1943, que dio autonomia constitucional al 
Organo Contralor, no se conoce ningún decreto presidencial que haya reglamen- 
tado alguna norma de so Ley Orgánica, cuyo texto actualizado fue aprobado 
por la ley NP 10.336. Por el contrario, son numerosos los reglamentos e instruc- 
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ciones que han dictado los Contralores Generales en materias relativas a sumarios, 
auditorias, contabilidad, formas de dictámenes, reintegros de estipendios per& 
bidos indebidamente y  sobre otras materias inherentes a las funciones que ejerce 
la Entidad Fiscalizadora al amparo de la autonomia constitucional reconocida 
por la Carta de 1925 y  reafirmada, de un modo mas categ&ico, en la actual 
Comtitllci6n. 

f) Buneo Central. El artículo 97 de la Constituci6n Pokica ordena: 
“Existirá un organismo autónomo, con patrimonio propio, de cakter tknico, 

denominado Banco Central, cuya composición, organización, funciones y  atribu- 
ciones determinará una ley constitucional”. 

Por so parte, el artículo 98, inciso final, establece: 
“El Banco Central no podrá adoptar ningún acuerdo que signifique de una 

manera directa o indirecta establecer normas o requisitos diferentes o discrimi. 
natorios en relación a personas, instituciones o entidades que realicen operaciones 
de la misma naturaleza”. 

Otra vez surge la misma pregunta: &Es posible que el Presidente de la Re- 
pública dicte normas reglamentarias para este organismo autónomo constitucional? 

Iv 

CRITERIOS GENERALES PAR.4 LA sOLUCr6N DEL PROBLEMA PLAW,‘E- 

Las respuestas a las interrogantes antes enunciadas deben encontrarse en 
la naturaleza misma de los organismos de que se trata, en relación con la plenitud 
del ejercicio de sus funciones y  con las potestades del Presidente de la Repú- 
blica. 

Hay dos ideas básicas que es necesario tener presentes. 

Por una parte, cabe consignar que el Presidente de la República, sin er- 
a-J-- juicio de las tareaspropias del gobierno que le -rrespon&n. tiene&+ a,_m- 

,-.- -_____ - 
tracl6n del Estado slnx+a ínrnkcui$-~~ tarw.m.sop. ~je~&&a 
conforme al principio de competencia consagrado !n e! ,~t.ícu!o.79d.~l~-~onsti- 
tucibn Politi- Con esam??SVS ‘y dentro de.-ese ámbito hay que entender 
roslb,t, y  efectos de la potestad reglamentaria prevista en el ardculo 32, 
N* 8, del texto constitucional. 

Por otra parte, la idea de la independencia de los Poderes Públicosy de -II 
autonomía derida ~%ñente por el?o%$myente a la._Contraloría General 
& la República, al Tribunal Calific%x de Elecciones, al Banco Central y  al 
Tribunal Constitucional, -atimo&& la po&&dadda_que 
el Presidente cI* 11 

I 
B.e+ka, adminktzador del Estado, puede-regulaz.el.e@r- 

cicio de las funciones de tales instituciones. 
cu es Imaginarla gravedad que implicaría que el Presidente de la Repú- 

blica reglamentare cualquiera de las funciones del Tribunal Calificador de Elec- 
ciones. del Tribunal Constitucional o de la Contraloría General de Ia República. 
Ello ikplicaria anular la autonomía consagrada por el constihw &, fin de 

áKfi?ZIX?&~&Yi~~a.&-&@@.$ En el caso espeutwo del Organo don- _- . ..-_ zzz 
balar 01 pSIema revesfifiyoyor -.&edad aún, pues su rol consiste precisa- , - 
mente enLfisc&ar a la Administración del Estado encabezada por el Prkdente 
de la República. Repugna a cualquier sistema de fiscalización que el órgano 
fiscalizado establezca las reglas a que deberá someterse el órgano fiscalizador. 

Respecto de este último punto corresponde agregar que si anteriormente 
hubo dudas sobre si la Contraloría General formaba o no parte de la Administra- 
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cih, ello quedó definitivamente disipado en el actual texto constitucional al 
establecer en un capítulo aparte (capitulo IX) el r&imen de la entidad fisca- 
lizadora, despu& de haber regulado en capítulos tambih separados los diversos 
Poderes Públicos, el Tribunal Constitucional y  los Tribunales Electorales. 

La mera exposicióo,~ sobre las diversas situaciones que se plantean 
confirman ampliamentu>gue estamos sustentando en el sentido de que 1 - _-. - 
~1 Presidente de la República no puede reglamentar las funciones que están ; 
radi$Ls~en los órganos amparados por la autonomía constitucional y  que no 
-@J-k= 1; Administración del Esta&. 

-.. 

Resülia obvio que en esta materia corresponde interpretar las normas 
conforme a un mismo criterio, de tal manera que exista uniformidad en la 
aplicación de los mismos principios, los que son por naturaleza indivisibles, y  
es obvio que para estos efectos deben ponderarse tambih en forma adecuada 
los antecedentes históricos que confirman la tradición jurídica nacional de 
respeto a la autonomla de los organismos que en definitiva constituyen la sus- 
tentación básica del Estado de Derecho. 

De lo anterior se deduce la especial trascendencia que tiene la norma 
contenida en el articulo 90 de la Ley Orgánica del Tribunal Constitucional, 
aprobada por tan alto Tribunal, y  que reconoce de un modo formal la potestad 
de aquél para reglamentar sus funciones excluyendo en esta materia al Presidente 
de la República. 

Por la misma razón, y  para reafirmar la interpretación que propugnamos, 
cabe recordar, una vez más, que al parecer no existe un solo decreto reglamentario 
del Presidente de la República que regule una o más funciones de un organismo 
constitucionalmente independiente o autónomo. 

La Potestad Reglamentaria del Presidente de la República ~610 puede eier- 
terse dentro del Amblto admmlstratwo e es 

---------Y- . ,ãEoI 
xo de su competencla’A 

por lo tanto no Z-e para regular el esrcwo e fon 
-- 

2..---. g. . . ..- ._ -- ---._ . . _- ciones de anismos qye --.---_____ - 
porto conshtuc~onal gozan de independencia o autonomia respecto del -_ 
Poder Ejecutivo. 


